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I. Introducción

La siguiente presentación pretende dar cuenta de la propuesta que actualmente viene desarrollándose desde los programas COMPAS y PROFIM de la Universidad Católica de Córdoba, en el Valle de Punilla, Provincia de Córdoba, en vinculación con la problemática ambiental del mismo y con las posibilidades de promover para su resolución prácticas participativas y cogestivas. El proyecto se desarrolla en el marco de la Comunidad Regional Punilla, creada a partir de la ley provincial 9.206. La misma creó una comunidad regional por cada departamento existente en la provincia, permitiendo, sin embargo, que los municipios y comunas conformen bajo otros límites dichas comunidades. En el caso de la Comunidad Regional Punilla, esta coincide casi plenamente con el Departamento Punilla; la excepción es la ciudad de Villa Carlos Paz que no forma parte de la Comunidad aunque sí del Departamento. La Comunidad Regional Punilla está compuesta por 24 gobiernos locales autónomos, 12 municipios y 12 comunas.

II. Antecedentes 

El proyecto asume como antecedentes principales los trabajos realizados por PROFIM, ICDA-UCC en el período 2004/2006 en relación con el proceso de regionalización de la Provincia de Córdoba, aunque redefiniendo aquellos objetivos -antes orientados a la articulación intermunicipal con énfasis en las relaciones entre actores políticos- de cara a una mayor participación multiactoral. 

Lo primero que debe mencionarse es la sanción en diciembre de 2004, por la Legislatura de la Provincia de Córdoba de la Ley Orgánica de Regionalización Provincial N° 9.206. Esta normativa introdujo dos innovaciones que reformarían estructuralmente el estado cordobés: la creación de 26 nuevas regiones (a razón de una por cada departamento existente) y el reconocimiento de comunidades regionales integradas por los gobiernos locales (municipios y comunas) de cada nueva región y gobernadas por los intendentes municipales y presidentes comunales asociados para el desarrollo (agrupados en una Comisión Regional como órgano ejecutivo).

Considerando las autonomías locales en lo político e institucional (constitucionalmente consagradas), la ley refiere a la articulación y al asociativismo intermunicipal como mecanismos particulares de gestión política intergubernamental a los fines del desarrollo local/regional. Así, plantea la ampliación de las competencias y recursos de los gobiernos locales como componentes de su capacidad institucional para el desarrollo, promueve la asociación entre municipios y comunas para el gobierno del territorio regional y los dota de nuevas facultades jurídicas. Por otra parte, el nuevo régimen parece asumir un supuesto teórico fundamental acerca de la relación estado-sociedad: que la sustentabilidad de las políticas de desarrollo regional implica necesariamente la participación social en la resolución de los problemas públicos en el marco de una región. En ese sentido, sostiene en su artículo 6º que “además de los municipios y comunas que decidan integrarse a la comunidad regional podrán participar en ella, cuando por resolución de sus cuerpos orgánicos así lo dispongan, los representantes de los Consejos de la Sociedad Civil con asiento en la región”
.  

Además del asociativismo intermunicipal y la participación social, la norma plantea la necesidad de profundizar la interacción entre el gobierno provincial  y los gobiernos locales asociados para el desarrollo en el marco de sus regiones, para eso, crea la llamada Unidad de Trabajo Provincia – Comunidades Regionales (UTPCR). Con todo, la ley plantea la emergencia de la comunidad regional (CR) como nuevo actor político con facultades para el gobierno de su propio territorio. En términos de mecanismos de gestión política, la CR aparece como organización intermunicipal basada en los principios del asociativismo y la cooperación y, así constituida, como interlocutor de la provincia para el tratamiento de los problemas públicos de la región. Así se introduce en agenda del gobierno provincial y de los gobiernos locales la necesidad de fortalecer a las comunidades regionales como ámbitos de concertación de nivel local y resolver e introducir cambios en los antiguos modos de relacionamiento horizontal y vertical en el sistema político provincial. 

Tras la sanción de la ley, la política provincial de regionalización adquirió diferentes orientaciones. Desde junio y hasta diciembre de 2005, la propuesta provincial de Presupuesto Participativo Trienal operó como incentivo económico-financiero para la constitución de 24 CR (por la vía de adhesiones de los gobiernos locales a través de ordenanzas municipales). A mediados de 2006, el gobierno provincial promovió la prestación de asistencia técnica a 16 CR por parte de las Universidades con sede en la Provincia con el propósito de diseñar políticas públicas de desarrollo regional. Los convenios marco Provincia – Universidades destacan, como lo hacía la propia ley, la importancia de la gestión participativa y de la construcción social de conocimiento como condición del desarrollo, además del fortalecimiento de las capacidades institucionales de los gobiernos locales para la gestión. El equipo de PROFIM – UCC asumió la coordinación de la AT en las regiones Punilla, Colón, Calamuchita y Río Seco. En todos estos procesos se lograron resultados muy positivos. 

No obstante, el desarrollo de la asistencia técnica a las CR se vio fuertemente condicionado por las limitaciones de la gestión provincial. Desde la sanción de la ley y hasta la actualidad, la UTPCR no logró constituirse como espacio de concertación multinivel y, por tanto, no se ha producido articulación alguna entre esa institución y los procesos de AT desarrollados en los territorios regionales. El gobierno provincial tampoco promovió incentivos tales como el financiamiento de los eventuales proyectos que pudieran resultar de la asistencia técnica a las CR.

Puntualmente, respecto de la labor de asistencia técnica a la Comunidad Regional de Punilla, el equipo PROFIM trabajó durante 2006 en el análisis de las condiciones socio-culturales, económicas, político-institucionales y de ordenamiento territorial de la región Punilla. Se identificaron necesidades sociales y problemas públicos regionales a partir del tratamiento cuantitativo y cualitativo de la información recogida y del diálogo entre los actores políticos de la región en el seno de la Mesa de Intendentes (MI) o Comisión Política de la CR que trabajó apoyada por un Equipo Técnico Regional (ETR) y actores sociales regionales. Así, se elaboró un Patrón de Necesidades Sociales, Problemas Públicos y Causas de dichos problemas, como base para la formulación de posibles soluciones. Para el análisis de los problemas públicos regionales se vinculó información agregada de tipo cuantitativo (elaboración de indicadores macro) con datos cualitativos (reconstrucción del escenario regional desde la perspectiva de los actores involucrados en el proceso a partir de diversas actividades como talleres, focus groups y entrevistas). 
Además, con finalidades estratégicas los actores mencionados analizaron posibles alternativas de solución a los problemas públicos regionales identificados, considerando la capacidad real de intervención (financiera y organizacional) de la CR en la solución, criterios de efectividad y factibilidad política. 

La problemática relacionada con la sustentabilidad ambiental, entendida como la protección y la conservación responsable y sostenida en el tiempo del medioambiente, fue considerada central por todos los actores involucrados. El análisis de esa problemática destaca la necesaria articulación entre desarrollo social y económico en el marco de un responsable uso de los recursos naturales. La aplicación de este enfoque en Punilla pretende evitar el desmonte indiscriminado, incendios intencionados o por negligencia, así como el avance irresponsable de la frontera agropecuaria para proteger la biodiversidad nativa, evitar la reducción forestal originaria que previene la perjudicial modificación de los ecosistemas y en especial la desertificación. La marginalidad social reflejada en la expulsión de la población rural hacia las periferias de los grandes centros urbanos se enmarca en este enfoque. Las políticas participativas enfocadas en la cultura ambiental contribuyen al enfoque social y al objetivo del desarrollo sustentable. En este marco, se ha identificado como principal problema público a resolver el déficit en la gestión ambiental a nivel regional.  Ello implica que, si bien a nivel local algunos municipios, tales como La Cumbre o Villa Giardino, cuentan con una política medioambiental activa, esta no es suficiente para propiciar el cuidado del ambiente en los diferentes ecosistemas de la región, ya que el medioambiente es una condición vital para el bienestar de la sociedad que no puede circunscribirse a los ejidos municipales. El déficit en la gestión ambiental encuentra su correlato en la realidad, o se materializa, en la degradación ambiental que, en el caso de Punilla, se produce por impacto de residuos sólidos urbanos (RSU), incendios forestales y contaminación de cuencas hídricas. Con todo, estamos frente a uno de los típicos problemas regionales cuya resolución colectiva reclama interdependencia operativa y cogestión. Algunos fragmentos del Informe PROFIM de 2006 para Punilla contribuyen a destacar la multidimensionalidad y complejidad de la problemática ambiental, una cuestión que involucra a los componentes más críticos del desarrollo local/regional, puesto que condiciona el desarrollo económico productivo y el desarrollo social de la región:

“Causas de la problemática

· La disposición final de los RSU en la Comunidad Regional Punilla se caracteriza por la existencia de vertederos incontrolados, conocidos comúnmente como basurales a cielo abierto, que implican una serie de prácticas nocivas para el medioambiente (disposición desordenada de diferente tipos de residuos, quema de residuos, aplicación de insecticidas, contaminación de napas freáticas y de cursos naturales de agua, etc.), que generan un impacto ambiental de tipo sanitario -contaminación de agua, aire y suelo; vectores de enfermedades, etc. – y de tipo socioeconómico  –deterioro paisajístico y cultural del entorno, “estigma del basural”, etc. –. Por lo tanto, se ha identificado que las políticas de tratamiento y disposición final de RSU existentes a nivel local no son adecuadas para disminuir el impacto ambiental que producen los RSU. En este sentido, es necesario rever los vínculos de la Comunidad Regional con organismos provinciales, tales como la Agencia Córdoba Ambiente, los cuales deben coadyuvar en la gestión de políticas públicas de carácter local y regional orientadas a revertir los procesos nocivos de tratamiento y disposición final que actualmente se utilizan.                                        

· Son limitadas las estrategias regionales para la prevención de Incendios Forestales. La CR Punilla presenta una serie de características naturales que aumentan las posibilidades de que se produzcan incendios, los cuales no sólo degradan el medioambiente, sino que además alteran y modifican los ecosistemas de la región. En este sentido, y si bien desde el nivel provincial, a través de la Agencia Córdoba Ambiente S.E, en 1999 se creó y se puso en marcha el Plan Provincial de Manejo del Fuego (adhiriéndose además al Plan Nacional de Manejo del Fuego), y los gobiernos municipales están contemplados como actores integrantes del mencionado plan, es necesaria una estrategia de carácter regional. La necesaria complementariedad entre políticas públicas de carácter provincial y/o nacional con políticas públicas regionales, se debe a que los actores involucrados (MI, ETR y Actores Sociales regionales) poseen un conocimiento más acabado de su contexto, y las acciones que se gestionen desde el nivel regional refuerzan las medidas promovidas desde otros niveles de gobierno, incrementado las posibilidades reales de prevenir incendios forestales y/o rurales. 

· Las políticas regionales de saneamiento hídrico también se consideran insuficientes. Se trata de las acciones relacionadas  con el mantenimiento de los cursos naturales de agua (ríos, arroyos, lagunas, lagos, etc.).Pese a que en Punilla el 87,65% de los hogares cuenta con agua corriente de red (o agua potable) en sus viviendas, uno de los puntos críticos radica en el grado de contaminación de las fuentes de las cuales se extrae el agua, ya que hay una correlación esencial entre calidad de agua y salud pública. Por otra parte, los cursos naturales de agua constituyen para la región el elemento fundamental de su principal actividad económica, el turismo, la cual simultáneamente facilita, ante la escasez de controles, la contaminación hídrica. De esta manera, el diseño de una política pública regional de saneamiento hídrico no sólo es necesario por cuestiones ambientales – preservación de ecosistemas y calidad de agua –, sino además por cuestiones socioeconómicas. Consecuentemente, la adopción de medidas conducentes a evitar la contaminación hídrica debe complementarse con medidas que regulen el uso racional de las aguas y su aprovechamiento, para lo que resulta necesaria la armonización de normativas.”

La asistencia técnica de PROFIM culminó con la planificación de un programa regional para la eliminación de basurales a cielo abierto y logró consolidar una lógica de diálogo intermunicipal estable. Desde diciembre de 2006 la CR Punilla trabaja en la implementación de una política de tratamiento y disposición final de RSU. Sin embargo, tal como ha sido reseñado, la complejidad de la cuestión ambiental excede el problema de los residuos y su consideración desde la sola racionalidad política parece limitada. Su abordaje y resolución no puede depender solamente de la cooperación intermunicipal centrada en actores políticos gubernamentales en relación con escasos actores sociales consolidados como tales, puesto que se trata de la realización del desarrollo local/regional como proceso de cambio político y social, es imperiosa la necesidad de incorporar a otros actores y sujetos en tanto “portadores de sentido para la acción; sujetos que pueden crear un saber y un hacer legítimos” y no sólo a los que se relacionan con la temática ambiental desde una perspectiva técnica, sino también a quienes padecen las consecuencias del problema. En este sentido, el proceso de diseño y gestión de políticas públicas regionales relativas a la problemática ambiental posee un profundo sentido político y, como tal, debería ser capaz de “facilitar hipótesis colectivas inclusivas”, democratizar la discusión y la decisión públicas y sostener en el tiempo el proceso de cambio.

Asimismo, existen proyectos y actividades en curso (vinculados a la problemática socioambiental) de parte de las organizaciones de la sociedad civil y de algunos gobiernos locales (independientemente de lo planificado para 2007 por la CRP) que constituyen un punto de partida sobre el cual construir los pasos sucesivos. Precisamente la propuesta es converger desde lo ya existente y, de ninguna manera, negar los procesos en marcha. 

II. Año 2007: Objetivos

En general y a largo plazo, se pretende contribuir a la construcción de  mecanismos de articulación interactoral y de escenarios participativos formalizados que faciliten la gestión asociada en políticas de desarrollo regional. Durante la primera etapa del proyecto se procura facilitar el reconocimiento, la interacción y la convergencia entre actores regionales, políticos y sociales, en la discusión pública de la problemática socio ambiental de esa región. Ello, estudiando a los actores regionales, sociales y políticos, relacionados con la problemática ambiental, sus lógicas de actuación y de legitimación, sus posiciones frente al problema ambiental y a su modo de resolución regional, y procurando el acercamiento entre estos actores y su fortalecimiento para el trabajo asociativo, a través de proyectos asociativos específicos de alcance regional. Es decir que el acuerdo y desarrollo de tales proyectos específicos constituye una herramienta para fortalecer el diálogo, las habilidades y las competencias para el trabajo asociativo y cogestivo. En la misma línea, los resultados parciales del proyecto aportan a la dinámica constructiva de acuerdos sociales, por lo tanto, se intenta que sean compartidos durante el desarrollo mismo del proyecto y no solamente al momento de su finalización.

III. Consideraciones metodológicas y conceptuales

El proyecto combina, desde una epistemología crítica, actividades de asistencia técnica y de investigación-acción participativa. Procura la producción de conocimientos que resulten “aprovechables en tiempo real” y la apropiación de ese conocimiento por los diferentes actores sociales involucrados, con el propósito de construir ciertos consensos en  etapas pre decisionales (Poggiesse, 2002). 

En línea con lo anterior, el proyecto supone que un grupo de actores promotores –Universidad, Comunidad Regional y organizaciones sociales de la región- instan a la participación social en el sistema decisorio regional. Sin embargo, cabe destacar que tal iniciativa no pretende cumplir simplemente con los requisitos procedimentales normados por la ley de regionalización, sino aportar a la recomposición del tejido social lesionado y fragmentado proponiendo la  construcción de una “identidad colectiva”  que motorice un desarrollo sustentable. 

 Las etapas y plazos en que se organiza el trabajo dan cuenta del lugar que ocupa el aprendizaje en los procesos de participación, se trata de “tiempos” y pautas culturales de construcción política y social a respetar. En ese sentido, aunque la convocatoria a la participación se realice considerando una problemática específica –que ha sido abordada en el marco de la Comunidad Regional durante 2006– se pretende un verdadero acuerdo intersectorial del que resulte un proyecto viable y un tejido social activo, una red de planificación que, en base a la metodología de investigación-acción propuesta por el equipo de la UCC, debería contar con las siguientes características: 

“a) co-gestiva: modo específico de planificación y  gestión realizados de manera compartida entre estado  y  sociedad que  sostiene que la gestión de las decisiones es asociada, lo que significa que aún cuando ciertos órganos tengan la responsabilidad de tomar las resoluciones que les  competen por sus atribuciones legales,  la preparación de esa decisión tiene que ser participativamente articulada;

 b) integral: si  bien “lo convocante” es un tema más o menos determinado que actúa como el aglutinante en el inicio de los proyectos en red –la cuestión ambiental en la región-, su tratamiento se realiza interrelacionando las dimensiones temáticas conexas, abordando la complejidad que es inherente a esa situación; 

c) interdisciplinaria e intersectorial: el escenario necesita  incluir diferentes lógicas,  muchas visiones,  en relación de intercambio;

d) procesal: práctica que implica la idea de tiempo, de agregación y construcción de un sistema activo que instala la idea de participación como proceso; 

e) consensual: la búsqueda de soluciones  no procura una decisión impositiva, sino que lo que se produzca como decisión sea construido por los diversos actores.” (Redín, Morroni, 2004)

En términos de resultados, un proceso de planificación de este tipo debería generar “redes mixtas socio-gubernamentales”, integradas por proyectos provenientes, simultáneamente, del campo de la sociedad y del campo estatal y por actores articulados en múltiples planos. Se supone que entre lo estatal-gubernamental y lo social (se trate de sociedad civil organizada o no) existe una relación de tensión de cuya resolución depende en gran medida el desarrollo y su sentido democrático, de allí que la primera etapa del proyecto enfatiza en la necesaria práctica de horizontalidad en las relaciones, aunque los actores políticos y sociales desempeñen posiciones sociales y gubernamentales jerárquicas y sus relaciones sean objetivamente verticales. 

IV. Etapa de Desarrollo y posibilidades de implicación de otras organizaciones

En relación con este proyecto el equipo de PROFIM/UCC trabaja en el territorio de la región Punilla desde febrero de 2007 (y desde julio 2006 se trabaja en la misma región en relación con las agendas municipales y comunales y la articulación intermunicipal entre los 24 gobiernos locales de la CRP). El proyecto se encuentra en la fase  de implementación, tras haber obtenido el aval y financiamiento parcial de la Secretaria de Ciencia y Técnica de la Nación (Secyt).
Considerando los objetivos generales del proyecto que aquí se presenta y los aspectos teórico-metodológicos que lo sustentan, a continuación se mencionan los principales resultados logrados durante el período marzo-junio de 2007.

Se ha conformado un entramado multiactoral promotor del proyecto en el territorio, compuesto por organizaciones sociales y político-gubernamentales de Punilla, entre las cuales se destacan el Consejo Consultivo Ambiental de Capilla del Monte, la Asociación Civil Los Algarrobos, el Área Ambiente de la Municipalidad de Villa Giardino, la Comunidad Regional Punilla (24 gobiernos locales) y el Equipo Técnico de Investigación Social. A través de cada una de las organizaciones ya involucradas se ha accedido a un grupo mucho más amplio de actores de las diferentes subregiones del Valle. Así, a instancias del Consejo Consultivo de Capilla del Monte (Capilla del Monte, norte del Valle) son parte del proyecto las organizaciones que lo conforman, es decir: la Asociación Civil DeHuNa; Casablanca - La Granja; Club de Jardinería Los Nardos, el Banco de Horas Comunitarias, habitantes de Quebrada de Luna (un paraje cercano) y los Centros Vecinales de los barrios Villa Las Gemelas, Villa Cielo y El Faldeo, además de un representante del municipio, perteneciente a la Secretaria de Planeamiento del mismo. La Re-Unión Vecinal, que es un encuentro al que asisten miembros de todos los centros vecinales de Capilla, mantiene asimismo vínculos con el Consejo. A través del Área Ambiente de Villa Giardino (centro del Valle), nos vinculamos con su Consejo Consultivo Ambiental integrado por la Biblioteca Lugones, los Bomberos Voluntarios, el grupo Ropa Vieja, docentes y escuelas de la localidad. Por intermedio de la Asociación Civil Los Algarrobos –ACLA- (centro del Valle) nos vinculamos con: Creciendo en La Cumbre (La Cumbre) y Arrendatarios de Pampa de Olaén (La Falda), organizaciones con las que ACLA ha trabajado en varias oportunidades.
Por otra parte, ADARSA – Asociación de Amigos del Río San Antonio (San Antonio de Arredondo, sur del Valle) participará activamente en el desarrollo del proyecto. Indirectamente vía ADARSA, accedemos a las escuelas Juan José Paso (San Antonio) y Dante Bonate (Icho Cruz), COOPI (Villa Carlos Paz), la Unión de Centros Vecinales de Villa Carlos Paz y el Centro Cultural Pueblo Grande de Icho Cruz.

Además han sido contactadas dos organizaciones de la localidad de Tanti (sur del Valle) –la Fundación Águila Mora y el Grupo Ambiental Tanti–; una organización de la localidad de Cosquín –Grupo de Ambiente Cosquín– y, en Huerta Grande, la Facultad de Agronomía UBA –Carrera de Ciencias Ambientales– e indirectamente a través de la misma, Sembrando el Futuro (SEF), un programa municipal, también de Huerta Grande. 

El análisis de actores realizado por el equipo de PROFIM/UCC da cuenta de la existencia de otras numerosas organizaciones que trabajan en cuestiones referidas a la problemática ambiental. Se trata de una primera aproximación al amplio campo de actores sociales susceptibles de incorporarse a la discusión pública y a la acción en torno a los problemas ambientales de la región en el marco de una planificación participativa. Esta primera aproximación procura ser comprensiva de distintos aportes de las sub-regiones de Punilla (territorios del interior de la región). En cuanto a la naturaleza de las entidades, se incluyen centros vecinales (muy activos en materia ambiental y social en ciertas localidades), asociaciones civiles, fundaciones, cooperativas que cumplen tareas sociales, culturales y educativas en materia ambiental y grupos de ciudadanos independientes que realizan actividades culturales y sociales a través de medios artísticos de diversa índole (Véase ANEXO VI, Tabla 2)

De manera que el primer resultado relevante obtenido es la conformación de un nuevo escenario multiactoral, aún en construcción, susceptible de ser ampliado al incorporarse nuevos actores y extendido a todo el territorio del Valle. En ese sentido y atento al objetivo general del proyecto puede decirse que se están creando las condiciones propias de un escenario de planificación-gestión participativo y estratégicamente orientado, puesto que del diálogo interactivo entre las organizaciones participantes resultaron los acuerdos en torno a las principales actividades previstas en esta propuesta para el período julio-diciembre de 2007: la formulación e implementación de un programa de educación ambiental en escuelas primarias públicas de la región; la compilación, análisis crítico y producción de propuestas en relación con la legislación ambiental vigente en la CRP; el análisis de las experiencias relativas a los “consejos ambientales” en ámbitos municipales y comunales de la región Punilla; la participación conjunta de las organizaciones sociales y políticas participantes en distintos eventos científicos y técnicos y actividades de capacitación relacionadas con la problemática ambiental, el desarrollo de una estrategia comunicacional complementaria al proyecto, etcétera. 

En relación con los resultados mencionados se destaca, además, la producción de información relevante acerca de cada una de las organizaciones involucradas y/o identificadas (sus antecedentes de trabajo, relaciones, agendas actuales de proyectos y programas, posiciones frente al problema ambiental y al sistema político regional como responsable principal de las políticas ambientales, etc.).

V. Impacto del proyecto. 

El proyecto incrementará el conocimiento, la confianza, la cooperación y las capacidades para la acción colectiva del conjunto de organizaciones y personas vinculadas a la problemática socioambiental de la región. Promoverá el aumento de la participación social en la discusión y solución de una de las problemáticas comunes más caras a los habitantes de Punilla, asegurando la convergencia/interlocución entre la sociedad regional y el gobierno de la Región (Comisión Política de la CRP). En ese sentido, el proyecto impactará favorablemente en el capital social de la región y en la capacidad institucional de la CRP en relación con la gestión asociada de políticas ambientales. 

Además, la confluencia de perspectivas y actores múltiples posibilitará el abordaje integral del problema ambiental relacionándolo con los nudos más críticos del desarrollo social y económico, superando las limitaciones de las actuales agendas que lo acotan a la cuestión de la basura. También incrementará la calidad y cantidad de información disponible acerca de los problemas ambientales del Valle de Punilla, región de gran valor ambiental y estratégico para el desarrollo de la provincia y de la nación.

Por otra parte, la estrategia comunicacional que atraviesa las actividades previstas contribuirá a la resignificación social de la CRP promoviendo su identificación con la idea de sociedad regional organizada en torno a un proyecto de cambio, complementando así la realidad actual de la CRP como institución política limitada a la articulación intermunicipal protagonizada por actores político-institucionales.

En general y en términos de su contribución a la comunidad académica, el proyecto generará las bases para el planteo de nuevas hipótesis y objetivos de investigación relacionados con la participación social en la resolución de problemáticas comunes de alcance regional –ambientales u otras–, sea en el marco de la regionalización de la Provincia de Córdoba (26 regiones) o en relación con los más de 30 procesos de integración municipal microregional actualmente en desarrollo en el país.

En el marco de la UCC, los cambios operados en el contexto socio político y la capacidad para generar experiencias capaces de producir nuevas reflexiones indicarán el éxito o el fracaso de la iniciativa. De ahí que el proyecto acompañe los postulados del Programa de Responsabilidad Social Universitaria de la UCC (RR 947/2006) que destacan la necesaria implicación de los académicos en la realidad política y social de la región y la consiguiente institucionalización en la comunidad universitaria de los conocimientos producidos.  
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